Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe mensual (Mayo 1-31, 2013). 
· Reforma Procesal Laboral: Frente Amplio rechaza moción del Gobierno que pretende prohibir derecho a la huelga en servicios públicos. Sigue la lucha por defender avances en la protección de los derechos de la clase trabajadora. El Poder Ejecutivo envió a la Asamblea Legislativa una moción sobre el proyecto de ley de Reforma Procesal Laboral (15.990)  que supuestamente buscaría solucionar las objeciones sobre el derecho de huelga en servicios públicos, planteadas en el infame veto interpuesto contra este proyecto de ley en octubre de 2012. Sin embargo, la moción lejos de solucionar el problema del veto lo empeora, porque pretende prohibir el legítimo ejercicio de este derecho en una gran cantidad de servicios públicos, además de establecer restricciones excesivas y contrarias a los convenios de la OIT en otros servicios donde no es posible limitar el derecho de huelga. Por estas razones la fracción legislativa del Frente Amplio consideró inaceptable esta moción y la rechazamos de plano. Anunciamos que tomaremos todas las medidas que sean necesarias para impedir su aprobación porque es un inmenso retroceso. Creemos que el derecho de huelga es un derecho humano fundamental. Este derecho puede regularse cuando se trata de servicios esenciales necesarios para preservar la vida, la salud o la seguridad de las personas. Pero nunca debe prohibirse.

· La moción cuestionada surgió a partir de negociaciones realizadas entre el Gobierno y un sector del movimiento sindical con el objetivo reactivar el proyecto de Reforma Procesal Laboral después del veto del Poder Ejecutivo. No obstante estas negociaciones no fructificaron, pues la participación no fue suficientemente amplia y el Gobierno evidenció que no tiene un interés real en cumplir los compromisos internacionales asumidos por Costa Rica y permitir el mejoramiento de nuestra legislación laboral. Por el contrario, siempre pesó más la influencia de las trasnacionales bananeras y piñeras y los sectores empresariales que más violan la libertad sindical, quienes se oponen rotundamente a la Reforma Procesal Laboral porque permitiría fortalecer la organización autónoma de las y los trabajadores en el sector privado. Al final, no se llegó a un acuerdo. El Poder Ejecutivo únicamente aceptó retirar el veto por razones de constitucionalidad, pero más bien intentó fortalecer el veto por el fondo del proyecto, ampliando las restricciones existentes al derecho de huelga. Esto ocasionó que las organizaciones sindicales que participaron en la negociación también manifestaran su desacuerdo con la moción presentada por el Poder Ejecutivo, así como lo hizo de forma inmediata todo el resto del movimiento sindical.

· Algunas personas, principalmente afiliadas de otros partidos de izquierda que gastan todas sus energías en atacar al Frente Amplio en vez de combatir a la oligarquía que explota a nuestro pueblo –el verdadero enemigo- intentaron aprovechar la indignación que causó la moción presentada por el Gobierno para llevar agua a sus molinos electorales. Se inició una campaña de difamación del Frente Amplio, principalmente en algunos sectores del magisterio nacional. De forma inmediata, acudimos a dar la cara, de frente como siempre lo hemos hecho, a cuanto espacio se nos invitó. Participamos en varios encuentros con la dirigencia sindical de todo el país. Divulgamos masivamente la posición de la fracción sobre este tema y contestamos todas y cada una de las consultas recibidas. Manifestamos nuestra total anuencia a debatir nuestra posición en cualquier espacio social o sindical (seguimos esperando la organización de los debates) En todos estos espacios reiteramos que el Frente Amplio se opone rotundamente a la moción presentada por el Gobierno. Nuestra fracción nunca ha estado de acuerdo con que se excluya a otros sectores del movimiento sindical de cualquier negociación relacionada con sus derechos. 
· Hemos denunciado el veto y hemos presionado por todos los medios a nuestro alcance para que sea retirado. Lo seguiremos haciendo porque creemos que la Reforma Procesal Laboral contiene avances estratégicos para el fortalecimiento de la libertad sindical de las y los trabajadores del país, especialmente en el sector privado. Pero de ninguna manera aceptaremos que el proyecto se apruebe a costa de sacrificar el derecho humano a la huelga de las personas trabajadoras del sector público o de ningún otro sector. En este tema el proyecto tal y como se aprobó en segundo debate en setiembre de 2012 contiene avances innegables: se reducen notablemente los requisitos y trámites para que una huelga sea declarada legal, al igual que las consecuencias negativas en caso de que no lo sea. En el caso de servicios públicos, se eliminaban las severas prohibiciones a la huelga que existen actualmente en el Código de Trabajo y se sustituían por regulaciones restringidas únicamente al caso de servicios esenciales en actividades que afecten directamente la vida, la salud y la seguridad de las personas. Pero aún en estos casos, no se prohibía el derecho de huelga. Este último punto fue precisamente el vetado por el Gobierno: porque contenía avances sustanciales en el ejercicio del derecho de huelga. Ante este panorama, nuestra fracción insistirá en el entierro de la moción presentada por el Gobierno y el rechazo definitivo del veto (resello), es decir mantener el texto del proyecto tal y como fue aprobado el año pasado.    
· 1 de mayo. Nuestra posición frente a la elección del nuevo directorio legislativo. En una elección sin sorpresas, el PLN consolidó su control del Directorio de la Asamblea Legislativa para la última legislatura del periodo 2010-2014. El partido de gobierno obtuvo la presidencia y la mayoría de los puestos del Directorio, gracias a su alianza con los mal llamados “cristianos”, el vasallaje del PASE (que votó por el PLN a pesar de que su candidato Granados fue desechado por sus antiguos aliados) y la compraventa de al menos 2 diputados libertarios, fracción que se convirtió en un verdadero “picadillo”. Ante este panorama, el Frente Amplio votó por el Frente Amplio en todos los puestos de elección y en cuanto pudimos nos sumamos a la marcha de las y los trabajadores. Debido a la “turequeada” de los partidos mencionados, no existía posibilidad alguna de que la oposición reviviera algún tipo de alianza, que, en todo caso, en pleno año electoral, hubiera servido más para desviar la atención y diluir las responsabilidades sobre el desastroso y corrupto gobierno del PLN. 
· Último periodo de sesiones ordinarias: Frente Amplio impulsará como prioridad proyectos para la Defensa y el Fortalecimiento de la CCSS, Regulación de Precios de Medicamentos, Fortalecimiento del INCOFER y Ruptura del Tope de Cesantía. Aunque seguiremos respaldando de lleno las más diversas luchas de nuestro pueblo, la fracción legislativa del Frente Amplio definió los proyectos de ley que impulsaremos con prioridad en la agenda del Plenario Legislativo para este último periodo de sesiones ordinarias. En efecto, de mayo a julio y de setiembre a noviembre de 2013, será el último periodo que tendrá nuestra actual fracción legislativa para impulsar iniciativas de su interés, porque en los meses restantes el avance de proyectos dependerá de que sean convocados por Poder Ejecutivo. Así las cosas, definimos como prioritarios –dentro de las iniciativas ya dictaminadas- los proyectos de ley para rescatar y fortalecer a la CCSS: La Ley para mejorar las herramientas de la CCSS para sancionar a patronos morosos y cerrar portillos legales que permiten la evasión (18.329), así como nuestra propuesta para que no prescriban las deudas con la seguridad social (17.954). También impulsaremos el proyecto para regular los precios de los medicamentos (17.738) y nuestra propuesta para fortalecer al INCOFER e impulsar el desarrollo de un Tren Eléctrico para la Gran Área Metropolitana (18.252). 
· Por otra parte, promoveremos con más fuerza nuestra iniciativa para eliminar el tope de cesantía y garantizar que este derecho se pague a todas las personas trabajadoras sin límite de años (17.897). Este proyecto se encuentra todavía en comisión de asuntos sociales. Sin embargo, es urgente posicionar en la agenda nacional esta justa reivindicación, en momentos en que más bien toda la acción del Gobierno y de instituciones como la Contraloría (persigue a las y los trabajadores, pero deja escapar el megachorizo de las concesiones) van dirigidas a igualar hacia abajo los derechos de cesantía de las personas trabajadoras del sector público que han logrado un tope menos injusto, ejerciendo su derecho a la negociación colectiva.           

· Frente Amplio reitera compromiso con aprobación de la Ley de Autonomía Indígena. Nuestra fracción se reunió con representantes de las comunidades indígenas de todo el país, para escuchar sus demandas ante el atraso de 19 años en la aprobación de la Ley de Autonomía Indígena (14.352). Asimismo, suscribimos un compromiso de impulsar y respaldar las acciones que sean necesarias para garantizar que este importante proyecto de ley sea votado de una vez por todas antes del 9 de agosto (Día de los Pueblos Indígenas). Para honrar este compromiso, nuestra fracción propondrá la aplicación de una vía rápida al proyecto de Ley de Autonomía. 
· A pesar de ser un compromiso asumido por Costa Rica al aprobar el Convenio 169 de la OIT, los últimos gobiernos neoliberales han negado el derecho de autodeterminación de los pueblos indígenas, porque reconocer su autonomía limitaría sus intentos de apropiarse de sus tierras y de los recursos naturales de que se conservan en estos territorios. Además implicaría acabar con la manipulación politiquera de oficinas inservibles como CONAI. El panorama descrito no ha variado en la actual Administración, donde este proyecto ley ha contado con el respaldo de las fracciones del Frente Amplio y el PAC, pero el bloqueo sistemático del PLUSC, al punto de que las y los representantes de pueblos indígenas fueron desalojados violentamente de la Asamblea Legislativa en agosto de 2010.     

· Sigue la lucha en defensa de la CCSS. Frente Amplio respalda lucha de personas trabajadoras y comunidades  contra abusos en la Clínica de Hatillo. Nuestra fracción legislativa fue la única que se hizo presente el pasado lunes 13 de mayo a la manifestación convocada frente a la Clínica Solón Núñez por las fuerzas vivas de Hatillo y los sindicatos de trabajadores de la seguridad social para denunciar las irregularidades en la administración, así la mala atención a las personas aseguradas por parte de las autoridades de esta importante centro de salud. Además de los malos manejos, la  clínica enfrenta además serios problemas presupuestarios y de espacio, ya que se encuentra totalmente colapsada por el crecimiento de la población en las comunidades que debe atender, sin que las autoridades de la CCSS hayan tomado las previsiones necesarias. Como hemos hecho siempre, el Frente Amplio acompañó al pueblo que lucha por sus derechos. Escuchamos las denuncias de las personas aseguradas sobre el desorden interno y los abusos de autoridad contra trabajadores y pacientes. Al mismo tiempo informamos sobre las verdaderas causas de la crisis de la CCSS y las acciones que nuestra fracción ha venido realizando en su defensa.      
· Plenario Legislativo aprueba TLC con Unión Europea. Frente Amplio: única fracción que votó en contra. Finalmente el Plenario Legislativo votó en primer debate este tratado con el apoyo mayoritario de todas las demás fracciones salvo el Frente Amplio. La discusión se agotó después de casi tres meses en los que dimos la pelea prácticamente en solitario, defendiendo hasta altas horas de la noche nuestros argumentos sobre la inconveniencia del nuevo TLC para el país. A pesar de ello, nuestra fracción no retiró sus mociones y las mantuvo hasta que fueron rechazadas en su totalidad por una mayoría mecánica que no estaba interesada en escuchar argumentos ni dar razones. En el transcurso del debate se lograron aprobar algunas mociones para corregir, parcialmente, los “goles” que el Gobierno introdujo en la ley de aprobación del tratado. Sin embargo, sus principales efectos negativos se mantuvieron. 
· Nuestra fracción reiteró que este tratado, aunque beneficia a algunos sectores productivos exportadores, reproduce los mismos errores que contiene el TLC con Estados Unidos, agravando algunos de ellos en perjuicio no solo determinados sectores, sino de toda la población: privilegios a los inversionistas extranjeros para que demanden al país en tribunales parcializados si no se somete a sus caprichos, obligación de privatizar servicios públicos esenciales como las telecomunicaciones, pérdida de soberanía para regular la explotación de recursos naturales, normas de propiedad intelectual que limitan el acceso libre al conocimiento y ponen en peligro la salud, normas ambientales y laborales bien redactadas pero que carecen de mecanismos vinculantes para exigir su cumplimiento, entre otros. 
· Al mismo tiempo el Tratado fue usado por el Gobierno para introducir la creación de nuevos impuestos por el uso de los puestos fronterizos terrestres y peligrosos portillos para su privatización al estilo de la carretera a San Ramón. Estos problemas tampoco se corrigieron. El diputado Fishman negoció que varios diputados de Gobierno firmaran una “declaración” donde dicen que “no es su intención” privatizar funciones esenciales del Estado, pero esta sirve de muy poco, pues el texto de la ley dice todo lo contrario.  
· También nuestra fracción señaló que el Gobierno tampoco ha saldado la deuda pendiente y creciente de legislación para proteger a los sectores más vulnerables: por ejemplo la ley para contar con una verdadera Banca para el Desarrollo, la reforma constitucional para proteger el agua o las urgentes reformas para proteger los derechos de las y los trabajadores que día a día sufren explotación brutal y violación a su libertad sindical en las fincas piñeras y bananeras. Dentro de este contexto, reiteramos también nuestra exigencia de retiro del veto a la Reforma Procesal Laboral y la inmediata aprobación de este importante proyecto tal y como fue votado en segundo debate en setiembre de 2012. Evidentemente, ninguna de estas demandas se ha cumplido.     
· Aprobada moción para distribuir recursos en beneficio de comunidades fronterizas más pobres. Después de una larga lucha, el Plenario Legislativo aprobó en reñida votación una moción de reiteración impulsada por el Frente Amplio y el diputado Céspedes (PUSC) para distribuir de forma más justa y equitativa los impuestos por el uso de puestos fronterizos terrestres que se crearon mediante la Ley de aprobación del TLC con la Unión Europea. La versión original del proyecto pretendía destinar 96% de los nuevos recursos a la concesión-privatización de los puestos fronterizos y apenas 4% a las municipalidades de los cantones fronterizos donde se ubican dichos puestos. Con la moción aprobada las municipalidades de los cantones más pobres del país: La Cruz, Los Chiles, Talamanca y Corredores recibirán el 50% de los ingresos generados por los nuevos impuestos. De esta forma, continuamos en nuestra lucha por una política de verdadera distribución de la riqueza y se logró, al menos, que las comunidades más abandonadas y empobrecidas cuenten con mayores ingresos para el desarrollo de proyectos de infraestructura pública y desarrollo social. 
· La aprobación de esta moción fue triunfo importante para nuestra fracción que fue la que puso en tema sobre la mesa de discusión y un duro golpe para el Gobierno y la camarilla neoliberal del COMEX, quienes hasta el último momento se opusieron a distribuir de forma más justa los recursos mencionados. De hecho, la votación favorable fue posible porque la fracción del PLN se partió a la mitad y varios diputados y diputadas desobedecieron las órdenes del ministro Carlos Ricardo Benavides de votar en contra. La fractura del PLN fue tan notoria, que incluso vimos a su jefe de fracción intentar infructuosamente salirse del Plenario para romper el quórum. Es claro que la aprobación de la enmienda citada no cambia los impactos negativos que tendrá el TLC y ni siquiera resuelve el riesgo de privatización de las aduanas fronterizas, pero sí constituye un paso importante, en nuestra lucha interminable por justicia tributaria y territorial.  
· Reformas a la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Frente Amplio advierte sobre intentos de recortar derechos de la población. La comisión de asuntos jurídicos dictaminó afirmativamente el proyecto de reforma a la ley que rige el funcionamiento de la Sala IV que impulsan el PLN y el diputado Fishman (17.743). El Frente Amplio, junto a la diputada Carmen Muñoz (PAC), presentamos varias mociones para corregir el proyecto que, en su mayoría, fueron rechazadas. Por esta razón, votamos el proyecto en contra y elaboramos un dictamen de minoría donde sistematizamos nuestras propuestas para modificar el proyecto. 

· Nos opusimos a varias de las reformas a la Sala IV propuestas por Fishman y el PLN porque, usando como excusa el informe de los “notables” y con la clara intencionalidad de “sacada de clavo” del rancio bipartidismo, pretenden recortar los derechos que actualmente tiene la población más vulnerable para defender sus derechos ante la justicia constitucional. El discurso de los promotores de estas reformas es que quieren “devolver el señorío” a la Asamblea (¿?) y frenar la intromisión y el abuso de poder de la Sala, pero en el fondo, el resultado es quitar potestades de control al Tribunal Constitucional para fortalecer al Poder Ejecutivo y a las fracciones mayoritarias. En medio, estrujados/as quedan las y los ciudadanos. No negamos que la Sala IV ha abusado de su poder y ha acomodado sus decisiones para favorecer los intereses de los políticos vendepatrias, como en la reelección y el TLC. Pero tampoco puede olvidarse que en muchas otras ocasiones ha sido el único tribunal de justicia accesible para que la ciudadanía “de a pie” pueda defenderse de los abusos de poder del Estado. Esa posibilidad es precisamente la que pretenden recortar. 

· El Frente Amplio cuestiona la reforma a la Ley de la Sala IV, en primer lugar, porque pretende eliminar la suspensión automática de los actos de las autoridades públicas cuando se presenta un recurso de amparo. Esto afectaría a la población porque le recortaría su derecho a la justicia cautelar (preventiva). La suspensión del acto ha servido para frenar daños irreparables a derechos fundamentales como cuando hay amenazas de daños al ambiente. Con la propuesta del PLUSC, el amparo no suspendería los actos y la población tendría que acudir a presentar pruebas para pedir una medida cautelar, tal y como ocurre en los juicios ordinarios. Se perdería la protección inmediata de la justicia constitucional. También objetamos que pretenden impedir que la ciudadanía pueda presentar recursos de amparo para exigir la prestación de derechos sociales garantizados en la Constitución. Al PLUSC le molesta que la gente presente recursos de amparo para que la operen en la CCSS o para que le arreglen un camino. En el Frente Amplio creemos que debe ordenarse el ejercicio de estos derechos para que no se presenten injusticias, pero nunca eliminarlos porque es la única alternativa que tienen muchas personas y comunidades para que sus necesidades sean atendidas.

· Otro aspecto de gran preocupación son los intentos del PLUSC por eliminar las consultas de constitucionalidad. Quieren impedir que los diputados y diputadas de oposición consultemos a la Sala IV proyectos de ley por el fondo y limitar al extremo las consultas por violaciones al principio democrático en el trámite de proyectos de ley. Quieren subir de 10 a 19 el número de diputados que pueden consultar y poner requisitos absurdos como el dictamen previo favorable de una oficina de la Asamblea. Por si fuera poco, siguiendo a los “notables” pretenden limitar excesivamente las posibilidades de que una ley sea declarada inconstitucional por violentar los trámites establecidos en el Reglamento de la Asamblea Legislativa. Evidentemente se trata de hacer mesa gallega. Eliminar los instrumentos que las fracciones de oposición hemos usado para frenar abusos de poder y trámites antidemocráticos como en el “Combo”. Sin duda alguna el Frente Amplio combatirá estas reformas.   
· Frente Amplio censura agresión de Justo Orozco contra diputada Carmen Muñoz. Nuestra fracción denunció y rechazó de forma inmediata el grotesco intento del diputado Orozco de excluir a la compañera Carmen Muñoz (PAC) del conocimiento del proyecto de sociedades de convivencia que se tramita en la comisión de asuntos jurídicos, por motivo de su orientación sexual. En el Plenario y en la comisión censuramos esta agresión de Orozco como un acto de discriminación y apología del odio, que debería ser motivo suficiente para que el agresor sea destituido de su curul por utilizarla para violar los derechos humanos. Asimismo, le expresamos la total solidaridad nuestra bancada a la compañera Muñoz y respaldamos la resolución del presidente de la comisión que rechazó de plano el escrito presentado por Orozco para tratar de ganar votos a costa de agredir a la citada diputada. El Frente Amplio también está trabajando en la redacción de un proyecto de ley para sancionar este tipo de conductas.  
· Integración de Comisión de Gasto Público. Frente Amplio denuncia maniobra del Gobierno para frenar control político en el Parlamento. Nuestra fracción fue la primera en advertir y denunciar en el Plenario la maniobra descarada del PLN para descarrillar la comisión de control de ingreso y gasto público, el principal órgano permanente de la Asamblea para la investigación de actos de corrupción del Gobierno. Inaugurando la presidencia legislativa entregada por el PASE, evangélicos y libertarios, el PLN se recetó mayoría, junto a su aliado incondicional Avendaño, para controlar la comisión y frenar las investigaciones dirigidas a ventilar sus múltiples chorizos. Denunciamos esta maniobra como un acto arbitrario y un abuso de poder para tapar la corrupción, pues la costumbre parlamentaria es que esta comisión debe tener mayoría de las fracciones de oposición y en este caso, se dejó por fuera a diputados del PAC que habían solicitado participar. Después, otras fracciones se sumaron a nuestra denuncia. Las consecuencias de este acto bochornoso ya se empezaron a ver: la comisión rechazó mociones para investigar los negocios de Liberman con el expresidentes peruano Toledo y se frenaron otras investigaciones comprometedoras. Aunque hay varios recursos en la Sala IV para revertir esta decisión, tomarán tiempo. En la práctica esta situación implica que la comisión de gasto público perderá toda importancia y canalizaremos nuestras denuncias por otras vías, pues, al menos en el caso del Frente Amplio, nuestra labor de denuncia de la corrupción no se detendrá.    
· Plenario: aprobados proyectos de ley para promover acceso al crédito para vivienda para juventud y clase media. Frente Amplio defiende recursos destinados a las personas más pobres. Con el voto favorable de nuestra fracción, el Plenario Legislativo aprobó dos proyectos de ley que pretenden favorecer e incentivar el acceso al crédito para vivienda en mejores condiciones para las personas jóvenes y para la clase media. Ambas iniciativas buscan la creación de fondos especiales se destinen prioritariamente para atender las necesidades de estos sectores de la población. Durante el trámite de estos proyectos nuestra fracción defendió los recursos del FOSUVI destinados a la erradicación de tugurios y a la atención de las personas en condición de pobreza, pues se dieron varios intentos de desviar estos recursos hacia otros segmentos de la población. El Frente Amplio respaldó que se destinaran recursos para financiar proyectos dirigidos a la clase media, pero exigimos que estos recursos se tomaran de otras fuentes, nunca de los fondos destinados a población más pobre y vulnerable. Al final nuestra posición prevaleció.  
· Frente Amplio apoya lucha del Magisterio Nacional para fortalecer Fondo de Pensiones garantizando la inversión adecuada y oportuna de sus recursos. Nuestra fracción atendió invitación de la presidenta de APSE, compañera Beatriz Ferreto, para reunirnos con directivos y funcionarios de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional (JUPEMA) a fin de discutir la necesidad que tienen las y los pensionados del Magisterio de que los recursos del Fondo de Pensiones puedan invertirse en actividades que les garanticen mayor rentabilidad. En concreto valoramos la posibilidad de que estos recursos sean invertidos para financiar proyectos de infraestructura pública (carreteras) como alternativa al modelo privatizador de las concesiones. Valoramos el bajo riesgo que podrían tener estas inversiones frente a la necesidad que tiene el Fondo de incrementar su rentabilidad para ser sostenible en el tiempo sin necesidad de afectar las condiciones de las y los trabajadores de la educación. Los funcionarios de JUPEMA informaron que con las inversiones actuales, en títulos de deuda del Gobierno, esa rentabilidad no se alcanza lo que pone en peligro el Fondo a mediano y largo plazo. 
· El Frente Amplio manifestó su respaldo a esta iniciativa siempre y cuando se presente una propuesta técnicamente fundamentada que garantice de la protección de los recursos de las pensiones y que surja con consenso y respaldo social de las organizaciones del Magisterio Nacional. Acordamos que dicha propuesta se sometería a discusión en las próximas semanas.     
· Ante irregularidades en compra de terreno para el Hospital de Cartago: Frente Amplio exige explicaciones a las autoridades de la CCSS. Nuestra fracción acordó sumarse de lleno a la lucha de la Asociación Pro-Hospital de Cartago para que la CCSS rinda explicaciones y enmiende el rumbo en relación con la compra millonaria de un terreno no apto para la construcción del nuevo hospital que tanto necesita el pueblo cartaginés. En reunión con personeros de la asociación y compañeros y compañeras del Frente Amplio-Cartago, analizamos la abundante documentación sobre las irregularidades en la compra del terreno: ausencia de estudios técnicos adecuados, falta de transparencia en la selección de oferentes, ubicación del terreno en zona industrial a la par de industrias peligrosas, terrenos inadecuados con grave riesgo de inundación, manipulación política de criterios técnicos en el INVU, entre muchas otras. Ante esta grave situación, definimos un plan de acción para impedir que la CCSS siga realizando pagos millonarios por el terreno hasta tanto no se aclaren todas las dudas. Como primera medida formulamos varias gestiones ante las autoridades de la CCSS, exigiendo entregar toda la documentación del caso y rendir explicaciones detalladas sobre los hechos denunciados.      

· En el Día Internacional por el Derecho a la Salud Reproductiva de la Mujer: Frente Amplio promueve exposición de “desagravio” de la Colectiva por el Derecho a Decidir. En conjunto con diversas organizaciones sociales nuestra fracción realizó una conferencia de prensa reclamando la necesidad de que el Gobierno reabra el diálogo sobre los pasos que deben darse en el país para garantizar los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. En particular exigimos a la CCSS adoptar las medidas necesarias para garantizar que sea respetado el derecho que nuestra legislación le otorga a las mujeres a practicarse un aborto de forma segura cuando se encuentra en riesgo su vida (aborto terapéutico). Asimismo, organizamos en la entrada del Plenario una exposición de calendarios de la Colectiva por el Derecho a Decidir con información equilibrada sobre estos temas. Dicha exposición se mantuvo por una semana y para el Frente Amplio constituyó una especie de “desagravio” para las mujeres, ante la exposición montada en semanas anteriores por grupos fundamentalistas, promocionando el miedo, la manipulación y la desinformación sobre sus derechos reproductivos.      
· Frente Amplio se suma a denuncia internacional por inacción del Gobierno en regulación de avisos en cajetillas de cigarrillos. Nuestra fracción atendió el llamado de la Red Nacional Antitabaco y organizaciones internacionales para denunciar la omisión del Poder Ejecutivo en el cumplimiento de su obligación de dictar un reglamento para regular el etiquetado de las cajetillas de cigarrillos. De acuerdo con la Ley recientemente aprobada por la Asamblea (9028), dicho etiquetado debe abarcar al menos el 50% de la cajetilla y contener información clara, directa y veraz sobre los efectos nocivos del fumado sobre la salud. A pesar de que la ley fue aprobada hace un año, el Gobierno y especialmente el Ministerio de Economía estaban retrasando injustificadamente el dictado del reglamento para favorecer las compañías tabacaleras con argumentos absurdos como una supuesta necesidad de consultar a la Organización Mundial del Comercio (OMC). Nuestras denuncias dieron resultado porque recientemente fue emitido este reglamento.   
· Denuncia contra intromisión del Gobierno en el Banco Popular. La posición de nuestra fracción. El Frente Amplio denunció y censuró públicamente la injerencia indebida del Gobierno del PLN en los asuntos internos del Banco Popular, que se niega arbitrariamente a ratificar a las personas representantes de la Asamblea de Trabajadores nombradas en la junta directiva del Banco. A su vez firmamos junto a diputados y diputadas de varias fracciones un proyecto de ley que pretende eliminar la potestad del Gobierno de intervenir en este tipo de nombramientos. En el presente caso, es claro que la intromisión del gobierno busca impedir que al modificarse la junta directiva, se pueda remover a Francisco Antonio Pacheco de la presidencia del Banco Popular. Es decir, la maniobra es parte de la “red de cuido” montada por el Gobierno para proteger a sus amigos.
· Nuestro rechazo a la intromisión del Poder Ejecutivo en la ratificación de nombramientos de la Asamblea, no implica que avalemos las modificaciones realizadas por la Administración Arias al reglamento de dicha Asamblea, afectando la justa representación de diversos sectores como el cooperativo y el sindical. De hecho creemos que la normativa interna del Banco Popular requiere una modificación profunda para garantizar una representación verdaderamente democrática de las y los trabajadores del país. Asimismo urge cambiar las políticas de crédito e inversión de recursos del Banco, pues se sigue distanciando de los objetivos que le dieron origen y tiende a funcionar como un banco comercial más, desvinculado de las necesidades de la clase trabajadora y los pequeños productores de la economía social. En síntesis, el Frente Amplio respalda y respaldará las luchas que impulsen las organizaciones sociales que integran la Asamblea de Trabajadores para lograr estos objetivos. Pero nunca podríamos avalar que se use como arma para alcanzarlos la intromisión del Gobierno en las decisiones soberanas de la Asamblea, porque el día de mañana será “cuchillo en nuestro propio pescuezo” que se usará para frenar los procesos de cambio que impulse el movimiento social.   
· En consulta a Sala IV ley de zonas urbanas litorales. Nuestra fracción presentó una consulta de constitucionalidad ante la Sala IV sobre este proyecto de ley, porque consideramos que contiene errores que ponen en peligro el patrimonio natural de las y los costarricenses. En concreto nos preocupa que se pone en grave peligro la zona pública de nuestras playas al permitir su apropiación privada por personas que hayan ingresado a ocuparlas pocos meses antes. Para resolver la problemática de las comunidades costeras hemos planteado otras alternativas más justas y equilibradas como la Ley de Territorios Costeros Comunitarios. Pero no se puede permitir el cierre generalizado y la apropiación privada de los 50 metros de zona pública tal y como lo promueve el proyecto de Ciudades Litorales, pues se trata del último reducto que le queda a nuestro pueblo para disfrutar de las maravillas naturales de nuestras playas.    
· PLN y sus aliados frenan Ley de Territorios Costeros Comunitarios. El partido de Gobierno, junto a diputados del PUSC, PASE y libertarios frenaron este importante proyecto de ley al enviarlo en consulta a la Sala IV. Aunque la consulta era previsible, las comunidades costeras han considerado un acto de deslealtad sus contenidos, pues no buscan corregir errores del proyecto, sino más bien enterrarlo, sin dejar la más mínima posibilidad para resolver el problema que afecta a comunidades centenarias como Ostional (San Cruz, Guanacaste) La consulta busca impedir cualquier alternativa para evitar que las y los pobladores de estas comunidades sean desalojados. Asimismo, plantea argumentos inaceptables como que proteger a las comunidades costeras empobrecidas y abandonadas “discrimina” a los grandes inversionistas trasnacionales que quieren obtener una concesión para explotar la zona marítimo-terrestre. ¡Pobrecitos! Nuestra fracción estará presentando en los próximos días un escrito desmintiendo estos argumentos. El proyecto se encuentra todavía en trámite ante la Sala, la cual podría pronunciarse en cualquier momento.              

· Sobre el préstamo del Banco Mundial para las universidades públicas. Nuestra posición. El Plenario Legislativo votó de forma sorpresiva en primer debate el proyecto de ley de aprobación del préstamo por 200 millones de dólares firmado por las cuatro universidades públicas con el Banco Mundial para financiar obras de infraestructura, laboratorios y proyectos en el área tecnológica ($50 millones para cada universidad) Nuestra fracción votó a favor el proyecto en primer debate porque a ese momento contaba con el aval de las cuatro universidades públicas, que lo negociaron en ejercicio de su autonomía y porque después de una exhaustiva revisión no encontramos cláusulas que lesionaran dicha autonomía. Por otra parte, no nos oponemos al endeudamiento externo cuando se realiza en condiciones razonables para financiar inversión pública en obras de infraestructura.  
· Tal y como informamos en su momento, después de revisar con lupa cada artículo del proyecto y sus anexos concluimos que no contiene ninguna norma que condicione o limite la política académica de las universidades o sus decisiones sobre admisión y permanencia de estudiantes. No hay ninguna norma que obligue a las universidades a abrir determinadas carreras o cerrar otras. No hay ninguna norma que obligue a aumentar el costo del crédito. No hay ninguna norma que obligue a modificar o eliminar sistemas de becas o a introducir sistemas de copago. No hay ninguna norma que obligue a las universidades a desfinanciar o debilitar determinadas áreas del conocimiento. En el proyecto las universidades se comprometen a cumplir con indicadores generales como aumentar número de estudiantes matriculados, aumentar número de estudiantes graduados, aumentar presencia en sedes regionales, aumentar número de carreras acreditadas, etc. Pero no existe ningún mecanismo que le otorgue poder al Banco Mundial para interferir en el gobierno de las universidades o en sus procesos internos de toma de decisiones. Los mecanismos de seguimiento, información y evaluación de estos indicadores, no le dan poder al Banco Mundial para intervenir en la política interna de las universidades. No hay en el texto norma alguna, donde se violente la autonomía plena de las universidades públicas.
· Esta votación generó objeciones y preocupaciones especialmente en algunos sectores del movimiento estudiantil de la UCR, incluida la Juventud del Frente Amplio. En buena medida la polémica se generó la falta de transparencia y de información con que las autoridades universitarias manejaron el tema a lo interno de la comunidad universitaria. De forma inmediata nuestra fracción mostró amplia disposición a discutir el tema, brindando la totalidad de la información disponible a las personas interesadas. Participamos en varias reuniones para explicar y defender nuestra posición sobre este tema.

· De forma posterior a la votación en primer debate surgieron nuevas objeciones de los consejos universitarios de la UNED y la UCR, quienes no se pronunciaron en contra del préstamo pero sí objetaron un artículo incluido por la comisión legislativa de educación -y avalado por los rectores- que obliga a las universidades a remitir anualmente a la Asamblea una copia de los informes de ejecución del préstamo. Los consejos mencionados estimaron que este artículo viola la autonomía universitaria. En la fracción no creemos que sea así, porque solo se trata de una obligación de rendir información pública, que de cualquier manera podría pedir cualquier persona. Sin embargo, atendiendo la solicitud de los consejos presentamos en el Plenario una moción para que el proyecto del préstamo sea devuelto a comisión con el objetivo de revisar el artículo cuestionado. Lamentablemente dicha moción solo contó con nuestro voto y el proyecto fue aprobado en segundo debate por todas las demás fracciones.
· La discusión de este proyecto nos sirvió para mejorar los canales de comunicación entre la fracción y las y los compañeros de la JFA y otras instancias partidarias, así como para poner sobre la mesa de discusión nuestras preocupaciones sobre el funcionamiento de las universidades públicas. Creemos que las universidades públicas tienen mucho que mejorar en sus políticas de admisión y permanencia de estudiantes. Es urgente fortalecer los sistemas de becas y garantizar su verdadera universalización para que ningún estudiante de escasos recursos quede excluido. Igualmente urge una revisión profunda de los sistemas y exámenes de admisión que, cada vez más, funcionan como un “coladero” que excluye a estudiantes de zonas rurales y urbano-marginales que no han tenido igualdad de oportunidades en las etapas previas del sistema educativo. Pero estos cambios deben gestarse fundamentalmente a lo interno de las comunidades universitarias, con la participación democrática de todos los sectores que las integran. Con estricto respeto a la autonomía universitaria.            
· Giras, visitas a comunidades, foros y actividades partidarias. Durante el mes de mayo continuamos reuniones de organización con comités cantonales y provinciales ampliados del Frente Amplio y participamos en las asambleas provinciales de Guanacaste, Puntarenas, Heredia  y Limón, donde se eligieron nuestras candidatas y candidatos a diputados por estas provincias, así como en la asamblea provincial de San José para determinar el método de elección de nuestras candidaturas.    

· Igualmente, a medida que arranca la campaña se han ido multiplicando las invitaciones para participar en diversas actividades por todo el territorio nacional. Por ejemplo estuvimos en Siquirres en un encuentro con el pueblo donde hablamos de diversos temas como nuestras propuestas para resolver definitivamente el problema de los afectados por el Nemagón, la crisis de las pensiones de la CCSS, las injusticias contra los trabajadores en las fincas piñeras, la situación de los exferrocarrileros, los problemas con el ICE por el incumplimiento de compromisos en el PH-Reventazón, etc. También visitamos  Sarapiquí para exponer nuestras propuestas en defensa de los derechos de las y los educadores en una concurrida asamblea de la Regional de APSE. Participamos en un foro organizado por el Colegio de Enfermeras para analizar la crisis que enfrenta la CCSS. Visitamos Puriscal para atender una entrevista en el canal local, entre muchas otras reuniones y encuentros con organizaciones sociales y grupos comunales. 
Saludos cordiales,
José María Villalta.        
